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Así solicitamos la colaboración de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias para que nos 
informara sobre las gestiones realizadas para esta finalidad. Si bien detallaban su intervención para 
procurarle a la persona interesada una solución habitacional ésta no llegó a concretarse, siendo que 
el interno fue puesto en libertad sin el acompañamiento adecuado. Una cuestión que no pudo de-
morarse ante la llegada de la resolución judicial que decretaba la puesta en libertad. 

Ante la gravedad de este caso, dado la discapacidad reconocida del 76% y como hemos referido 
carecer de redes familiares, solicitamos la colaboración de la Fiscalía Provincial de Sevilla que por la 
condición de persona con discapacidad derivó el caso a la Sección Provisión de Apoyos a Personas 
con Discapacidad de la misma Fiscalía. 

Tras las gestiones realizadas con la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e 
Igualdad de Sevilla solicitando la búsqueda urgente de un recurso al que el interesado pudiera acudir 
y el seguimiento continuo al caso en concreto, se le asignó plaza en una residencia sita en Sevilla en 
la que esta persona recibe la atención que precisa.

Casos como éste evidencian la necesidad de una labor coordinada de Instituciones, Administraciones 
y Tercer Sector, clave en los procesos de reinserción de la población reclusa y esencia del trabajo en 
favor de las personas. 

El compromiso de las asociaciones que trabajan con las personas privadas de libertad, sus familiares y 
entorno cercano se ha puesto de manifiesto en las reuniones mantenidas en el contexto de las visitas 
realizadas a cada una de las provincias, siendo sus aportaciones un elemento clave para el análisis del 
impacto en la ciudadanía de las distintas políticas públicas que se implementan para la reinsercción.  

De las situaciones antes descritas se deduce la importancia de los Equipos Técnicos de cada cen-
tro penitenciario, que conforme se regula en el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, por el que 
se aprueba el Reglamento Penitenciario actuarán bajo la dirección inmediata del Subdirector de 
Tratamiento y conforme prevé el artículo 274 lo conforman profesionales de las distintas disciplinas.  

Dado el elevado número de personas pertenecientes a entornos vulnerables es necesario poner una 
especial atención en el Trabajo Social. Tal y como se ha puesto de manifiesto en numerosos trabajos 
de investigación es imprescindible orientar a “la persona a desarrollar sus capacidades y aptitudes 
positivas posibilitando una reintegración en la sociedad, fomentando los contactos y la participación 
en la sociedad a través de los vínculos sociales, las redes de apoyo y los recursos de la comunidad 
como instrumentos fundamentales de reinserción” 

Cristina Filardo Llamas y Marta de Dios Sánchez, ambas trabajadoras sociales, analizan el trabajo 
social penitenciario en un artículo que bajo el título “El trabajo Social Penitenciario: un acercamiento 
teórico a la praxis de l@s tragajador@s sociales en los centros penitenciarios españoles” pretende 
reflexionar sobre la importante labor que los y las profesionales desempeñan en la reeducación y 
reinserción social de las penas privativas de libertad.  

2.1.4.2.3.2.3. Salud mental en prisión

Concluimos esta dación de cuentas con una alusión a la problemática relacionada con la enfermedad 
mental de las personas en prisión, que si bien es objeto de análisis en capítulo diferenciado, me-
rece una atención puntual en relación a varios aspectos y en concreto a la visita realizada al Hospital 
Psiquiátrico Penitenciario de Sevilla. 

Entre los temas analizados se encontraban muchos de los expuestos en  jornada antes menciona-
da: “Bioética y Salud Mental: desafíos comunes de la población vulnerable”. El doctor Pedro Masse, 
psiquiatra del Hospital, en la mesa redonda Salud Mental y población penitenciaria nos relataba 
con gran crudeza y realidad el poco sentido que tiene que personas que necesitan un tratamiento 
para superar sus problemas de salud mental se encuentren privadas de libertad, cuando en algunas 
ocasiones cumplen condena tras años de haber cometido el delito y en otras sin entender ni tan 
siquiera lo ocurrido.

https://www.trabajosocialmalaga.org/wp-content/uploads/2020/08/62_7.pdf
https://www.trabajosocialmalaga.org/wp-content/uploads/2020/08/62_7.pdf
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Algunos de los problemas detectados nos lo resumía a través de  ejemplos. Así, lo normal es que una 
persona con trastorno mental grave, cometa delitos muy graves que son juzgados por la Audiencia 
Provincial y que necesitan recursos de muy alta supervisión, que no pueden estar en centros tutelados. 

En cuanto a los delitos graves, juzgados en las salas de lo penal, se suelen señalar juicios cada 20 
minutos, por lo que el Juez no puede escuchar a todas las partes y se recurre con frecuencia a la 
“cultura de la conformidad”. Por cuestiones diversas, “nuestros pacientes” conocen a su abogado de 
oficio en la puerta de los juzgados, y el juicio se prepara en 5 minutos. 

En su internamiento en el centro penitenciario suelen ser atendidos por personal muy vocacional y 
por lo tanto reciben un buen tratamiento. Hemos de tener en cuenta que hay pacientes que no tienen 
capacidad de auto gobierno, ni recursos adecuados, por lo que terminan en el hospital psiquiátrico. La 
falta de recursos socio sanitarios para su excarcelación supone que estas personas al salir en libertad 
no cuenten con la atención necesaria.

Nos aportó datos interesantes como es la baja tasa de reincidencia de los pacientes excarcelados. Tras 
un seguimiento se ha constatado que el 94% de ellos no reingresan en la institución penitenciaria, 
por lo que el mito de que “el que sale vuelve a entrar”, no se sustenta según su experiencia. 

Son fallos del sistema que ni con el excesivo celo de los profesionales se pueden corregir. Por tanto el 
paso por el Hospital Psiquiátrico Penitenciario que ofrece la posibilidad de estabilizar a estos internos 
no tiene garantías de continuidad tras el cumplimiento de las condenas por lo que no se facilitan los 
medios para  restablecer su inclusión en la sociedad.

2.1.4.2.3.3. Pueblo gitano

La comunidad gitana es la principal minoría étnica en nuestro país y también en nuestra región. 
Tomando como referencia el Estudio-Mapa sobre Vivienda y Población Gitana, realizado en 2016, 
de las 105.289 viviendas en las que residen las familias de este pueblo, 34.134 se encuentran en las 6 
provincias andaluzas: Granada, Sevilla, Almería, Málaga, Jaén y Cádiz. 

Muchos de estos ámbitos son los denominados Zonas con Necesidades de Transformación Social, 
delimitadas al efecto por la Estrategia Regional para la Cohesión e Inclusión Social, donde se constata 
un alto indicador de pobreza y exclusión social. 

Los distintos Informes FOESA han analizado la situación social de la población gitana en España, 
concluyendo que el factor étnico es el que más se asocia a la exclusión y que la población gitana es 
el sector de nuestra sociedad más fuertemente discriminado.  

Por su parte el V Informe del Observatorio de la Desigualdad en Andalucía aporta una radiografía 
de la desigualdad en Andalucía, incluyendo la población gitana entre los grupos de personas que 
presentan mayores indicadores de vulnerabilidad. 

Según datos aportados por la Fundación Secretariado Gitano, “la mayor parte de la población gi-
tana sufre una fuerte desigualdad y desprotección en el acceso a derechos económicos y sociales. 
La pobreza y la exclusión afecta a más del 80% de la población gitana y tiene un gran impacto en 
los menores” 

Además se trata de una población demográficamente muy joven, lo que hoy en nuestra sociedad 
significa un estatus socioeconómico muy vulnerable. Un 66% de las personas gitanas tienen menos 
de treinta años”

Se recoge también que al mismo tiempo que los determinantes clásicos de desigualdad socioeco-
nómica, suma el impacto de la discriminación y otros elementos culturales, una nueva generación 
de jóvenes reclaman oportunidades laborales para las personas gitanas. 

En este año 2023, tras concluir el I Plan Integral Para La Inclusión de la Comunidad Gitana de Anda-
lucía 2017-2020, cuyo objetivo principal era mejorar su integración social a través de los siguientes 
puntos principales: Educación, Empleo, Vivienda, Salud, Igualdad entre hombres y mujeres, Servicios 
Sociales, Comercio ambulante, Cultura, Participación social, No discriminación y Población gitana 

https://www.gitanos.org/upload/29/29/informecompletoe-mobreviviendaypg.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/2020-12/Estrategia_Regional_Cohesion_Social-web.pdf
https://www.foessa.es/main-files/uploads/sites/16/2019/06/3.12.pdf
https://observatoriodesigualdadandalucia.org/sites/default/files/v_informe_observatorio_de_desigualdad_de_andalucia_2023_1.pdf
https://www.gitanos.org/que-hacemos/areas/empleo_y_formacion_profesional/situacion.html
https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/2020-03/Plan%20Integral%20para%20la%20Inclusion%20de%20la%20Comunidad%20Gitana%202017-2020.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/2020-03/Plan%20Integral%20para%20la%20Inclusion%20de%20la%20Comunidad%20Gitana%202017-2020.pdf
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